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al resto del contrato. El profesional que afirme que una deter-
minada cláusula ha sido negociada individualmente, asumirá 
la carga de la prueba”.

Para que exista cláusula abusiva en los contratos entre un 
profesional y un consumidor, se exige:

a) Que no exista negociación individual de las cláusu-
las. Si existe tal negociación ya no habría condición general 
y, por tanto –salvo que se trate de un contrato de adhesión 
particular- no podría ser combatida al amparo de la Ley citada 
7/1998, sin perjuicio de la posibilidad del particular a ejercer 
la demanda ordinaria de nulidad al amparo de las reglas ge-
nerales de la nulidad contractual, en particular si se contravi-
niese lo dispuesto en el artículo 1256 del Código Civil.

b) Que se produzca en contra de las exigencias de la 
buena fe un desequilibrio importante de los derechos y obliga-
ciones de las partes que se deriven del contrato.

c) Que las circunstancias concurrentes en el momento de 
la celebración, así como todas las demás cláusulas del con-
trato o de otro del que éste dependa lleven a tal apreciación.

d) En cualquier caso se consideran abusivas, siempre que 
no exista negociación individual, las cláusulas contenidas en la 
lista de la disposición adicional primera de la LGDCU.

La declaración de nulidad por abusiva de una condición 
general corresponde en principio a los jueces (art. 10.bis, pá-
rrafo 2) sin perjuicio de la función de control y calificación que 
corresponde, respectivamente, a notarios y registradores de la 
propiedad (art. 23 de la Ley de Condiciones Generales de la 
Contratación, 10.6 de la LGDCU y 258.2 de la Ley Hipotecaria).

La Administración podrá sancionar al profesional que per-
sista en la utilización de condiciones generales declaradas ju-
dicialmente nulas por abusivas (art. 24 de la Ley de Condicio-
nes Generales de la Contratación) o utilice cláusulas abusivas 
en los contratos (art. 34.9 de la LGDCU en la nueva redacción 
dada por la disposición adicional primera, apartado 5 de la 
Ley de Condiciones Generales de la Contratación), y artícu-
lo 71.6.2 de la Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de Defensa 
y Protección de los Consumidores y Usuarios de Andalucía: 
la Administración no “declara” la cláusula como abusiva, sino 
que ejerce su legítimo derecho al ius puniendi.

Es lo que sucede con las imputaciones sobre cláusulas 
abusivas; todas lo son, por lo que damos por reproducidos los 
fundamentos jurídicos de la resolución impugnada en aras del 
principio de economía procesal.

Vistos los preceptos citados y normas de general y espe-
cial aplicación,

R E S U E L V O
Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don 

Adolfo Durante Pérez, en representación de Arquitectura y Pro-
mociones Duragam, S.L. contra la resolución del Delegado del 
Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga, de fecha refe-
renciada, en consecuencia mantener la misma en sus propios 
términos.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos 
que procedan. La Secretaria General Técnica. Fdo.: Isabel Li-
viano Peña.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 3 de julio de 2009.- El Secretario General Técnico, 
Fernando E. Silva Huertas. 

 ANUNCIO de 3 de julio de 2009, de la Secre-
taría General Técnica, por el que se notifica la resolu-
ción adoptada al recurso de alzada interpuesto contra 
otra dictada por el Delegado del Gobierno en Córdoba, 
recaída en el expediente que se cita.

Expediente: 14-000120-07-P.
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la 

Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, e intentada sin efecto la notificación personal a don 
Jorge Ferre Molto, en nombre y representación de Telefónica 
Móviles España, S.A.U., de la resolución adoptada por el Se-
cretario General Técnico, al recurso administrativo interpuesto, 
contra la dictada por el Delegado del Gobierno de la Junta de 
Andalucía en Córdoba, por la presente se procede a hacer pú-
blica la misma, al no haberse podido practicar en su domicilio 
reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En Sevilla a 26 de febrero de 2009
Visto el recurso interpuesto, y con fundamento en los si-

guientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Con fecha 7.8.2007, el Ilmo. Sr. Delegado del 
Gobierno de la Junta de Andalucía en Córdoba (P.S. el Dele-
gado Provincial de la Consejería de Medio Ambiente) dictó una 
resolución por la que se impuso a la entidad recurrente una 
sanción por un importe de 200 euros, al considerarla respon-
sable de una infracción a lo dispuesto en los arts. 4.2 y 50 
de la Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de Defensa y Pro-
tección de los Consumidores y Usuarios. Dicha infracción fue 
tipificada como falta leve de acuerdo con lo dispuesto en los 
artículos 71.7.3 y 72.1 de la citada Ley 13/2003.

Los hechos que fundamentaron la resolución sanciona-
dora fueron que a la entidad recurrente, en el curso de las in-
vestigaciones seguidas tras un escrito de denuncia formulada 
por una determinada persona, se le efectuó un requerimiento 
para que remitiese en el plazo de diez días:

- Razón Social,CIF y domicilio de Mobilewa y Myalert.
- Relación contractual que la entidad interesada mantiene 

con las citadas empresas.
No obstante, la interesada no atendió injustificadamente 

dicho requerimiento.

Segundo. Contra la citada resolución la entidad recurrente 
presentó un escrito, que se califica como recurso de alzada, 
cuyas alegaciones, por constar en el expediente se dan por 
reproducidas.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente, 
por delegación de la Consejera realizada por Orden de 30 de 
junio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso 
de alzada, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, y 115 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía.

Segundo. En relación con la alegación del recurrente re-
lativa a que contestó el requerimiento efectuado mediante es-
crito de fecha 2.10.2006, se ha de señalar que consta en el 
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expediente un requerimiento, de fecha 18.9.2006 (notificado 
25.9.2006), en el cual se le requirieron a la entidad recurrente 
los datos de Mobilewa y de Myalert, igualmente se le solici-
taba la documentación acreditativa contractual por la que la 
reclamante autorizaba el cargo de los servicios que nos ocu-
pan, a los efectos posteriores de su facturación por Movistar. 
Asimismo se solicitaba la documentación, mediante la cual 
dichas empresas le habían acreditado tener autorización de 
la interesada para ejercer dichos servicios, a los efectos de su 
posterior facturación.

Posteriormente, con fecha 3.10.2006, la entidad recu-
rrente remite un fax a la Delegación del Gobierno alegando 
no poder tramitar la baja de los citados servicios y ofreciendo 
un servicio telefónico de contacto, poniendo de manifiesto 
facturar servicios suministrados por un proveedor ajeno a 
Movistar.

Con posterioridad, con fecha 9.10.2006, se le requiere 
a la entidad recurrente para que aporte la Razón Social,CIF y 
domicilio de Mobilewa y Myalert, y la relación contractual que 
la entidad interesada mantiene con las citadas empresas. En 
dicho requerimiento se le indicaba a la interesada que el in-
cumplimiento del requerimiento podía conllevar la apertura de 
un expediente sancionador de acuerdo con lo previsto en los 
artículos 71.7.1.º y 3.º (lógicamente de la Ley 13/2003).

El citado requerimiento, mediante el correspondiente 
acuse de recibo del Servicio de Correos y Telégrafos, aparece 
notificado con fecha 13.10.2006 al empleado 131006, cons-
tando, en el citado acuse de recibo, el mismo sello de la enti-
dad recurrente que aparecía en la notificación correspondiente 
al primer requerimiento notificado (y al que sí se presentaron 
alegaciones). Este segundo requerimiento fue igualmente diri-
gido a la misma dirección que el primero.

No obstante, no consta respuesta alguna al segundo re-
querimiento.

Con dichos antecedentes, resulta evidente y manifiesto 
que la entidad recurrente no contestó, al menos, al requeri-
miento efectuado con fecha 9.10.2006 (Razón Social, CIF y 
domicilio de Mobilewa y Myalert, y la relación contractual que 
la entidad interesada mantiene con las citadas empresas) y al 
que de una forma clara, por su contenido, se refieren los he-
chos imputados en el expediente sancionador que nos ocupa. 
Por otra parte, dichos datos se consideran necesarios para 
la investigación de la reclamación presentada, debiendo ser 
conocidos y ser posible su puesta a disposición por la recu-
rrente, no figurando en sus alegaciones presentadas con fe-
cha 3.10.2006.

Esta conducta por parte de la interesada (que es la en-
tidad que factura directamente a la reclamante) supone un 
incumplimiento a lo previsto en el art. 4.2 en relación con el 
art. 50 de la Ley 13/2003, preceptos que, en defensa de los 
intereses económicos de los consumidores y usuarios, obligan 
a los sujetos sometidos a inspección a permitir y facilitar las 
actuaciones de la inspección, así como suministrar la informa-
ción que se recabe.

Consecuentemente, dicho incumplimiento aparece tipi-
ficado como infracción en el art. 71.7.3 de la Ley 13/2003 
(incumplir las medidas o requerimientos de la Administración, 
incluidos los de carácter provisional), infracción que ha sido 
calificada como leve (art. 72.1 de la Ley 13/2003) y sancio-
nada con la multa mínima correspondiente a dicha calificación 
–200 euros– (art. 74 de la Ley 13/2003).

Tercero. Por otra parte, el hecho de que el laudo en equi-
dad aportado por la recurrente desestimase el fondo de la re-
clamación inicial presentada por la reclamante contra la intere-
sada, no significa que la entidad interesada no haya incurrido 
en una infracción relativa al incumplimiento de sus deberes de 
colaboración con la Administración.

Vistos los preceptos citados, concordantes y demás de 
general y especial aplicación,

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don 
Jorge Ferre Molto, en nombre y representación de la entidad 
denominada “Teléfónica Móviles España, S.A,”, confirmando 
la resolución del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta 
de Andalucía en Córdoba, de fecha 7 de agosto de 2007, 
recaída en el expediente sancionador núm. 120/07 (S.L. 
2007/55/1065).

Notifíquese con indicación de los recursos que procedan. 
La Secretaria General Técnica. Fdo.: Isabel Liviano Peña.»

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administra-
tivo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente 
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes 
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 
de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Adminis-
trativa.

Sevilla, 3 de julio de 2009.- El Secretario General Técnico, 
Fernando E. Silva Huertas. 

 ANUNCIO de 2 de julio de 2009, de la Delegación 
del Gobierno de Almería, Comisión Provincial de Valo-
raciones, por el que se hace pública la propuesta de 
acuerdo de valoración adoptada en el expediente que 
se cita.

En cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 59.4 
y 61 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, e intentadas las notificaciones a los 
interesados en el expediente, sin haberlas podido practicar, 
por el presente se notifica el acto administrativo que se in-
dica, para cuyo conocimiento podrán comparecer ante esta 
Comisión Provincial de Valoraciones, con sede en la Delega-
ción del Gobierno de la Junta de Andalucía en Almería, calle 
Paseo de Almería, núm. 68.

Interesado: Don Ángel Ayala Ayala.
Expte: 66/2009. CPV.
Acto administrativo que se notifica: Propuesta de Acuerdo de 
Valoración en procedimiento de determinación de justiprecio, 
adoptado por la Secretaría de la Comisión Provincial de Valora-
ciones de Almería, en fecha 30 de junio de 2009.

Almería, 2 de julio de 2009.- El Presidente de la Comisión 
Provincial de Valoraciones, Luis Ángel Castañeda Fábrega. 

 ANUNCIO de 22 de junio de 2009, de la Delega-
ción del Gobierno de Málaga, notificando trámite de au-
diencia, en procedimiento en materia de juego y EE.PP.

En virtud de lo dispuesto en los arts. 59.4 y 61 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, por el presente anuncio se noti-
fica al interesado el siguiente extracto de trámite de audiencia, 
para cuyo conocimiento íntegro podrán comparecer en la sede 
de la Delegación del Gobierno, Servicio de Juego y Espectá-
culos Públicos, sito en Avda. de la Aurora, núm. 47, Edificio 
Administrativo de Servicios Múltiples, planta 2.ª de Málaga.


